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Proceso:    
Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Radicación Nro. :
66001 22 04 000 2017 00167 00

Accionante: 
DIEGO ALEJANDRO ESCOBAR VILLADA 

Accionado:
JUZGADO 4° PENAL DEL CIRCUITO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [L]a petición del 9 de mayo de 2017 que el accionante había dirigido en primera instancia al Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, está encaminada a que se le explique el motivo por el cual no se le concedió una rebaja de la pena, con fundamento en que el mismo había sido condenado a un pena de 17 años y 9 meses, pese a haber colaborado con la Fiscalía para que se capturara al señor Víctor Manuel Pérez Hurtado, quien al parecer fue igualmente condenado dentro de la misma investigación, pero a una pena de 14 años y 5 meses de prisión (Fls. 27 y 28). Así las cosas y con fundamento en la jurisprudencia relacionada en el acápite anterior pertinente a los requisitos que se deben acreditar para que se materialice el derecho fundamental de petición, esta Sala considera que al señor Escobar Villada no se le ha resuelto de fondo su solicitud del 9 de mayo de 2017, lo que significa que tal prerrogativa se encuentra quebrantada, por lo que se hace necesaria la intervención del juez constitucional. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de agosto de dos mil diecisiete (2017) 

Proyecto aprobado por Acta No.0796
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Le corresponde a esta Sala decidir la acción de tutela presentada por el señor Diego Alejandro Escobar Villada en contra del Juzgado 4º Penal del circuito de Pereira, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y petición.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Diego Alejandro Escobar Villada, quien se encuentra recluido en el E.P.C de la Dorada, Caldas, que el 8 de mayo de 2017 envió un derecho de petición al Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, sin especificar cuál fue el contenido de su pretensión, sin que a la fecha de instaurar la presente acción de tutela le hubieran dado respuesta, por lo que consideró vulnerados  sus derechos fundamentales al debido proceso, petición e igualdad  y en tal sentido, solicitó el amparo de los mismos ordenando a la accionada que le responda inmediatamente lo requerido. (Fls. 1 al 4).
3. ACTUACIÓN PROCESAL 

3.1.  Mediante auto del 27 de julio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente demanda de tutela y se ordenó correr traslado de la misma al Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda (Fl. 9).
3.2. Mediante auto del 3 de agosto de 2017 y de acuerdo a lo respondido por el juzgado accionado, se ordenó vincular al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas y al Director del centro penitenciario de alta y mediana seguridad de esa localidad (Fl. 18).

4. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

4.1. JUZGADO 4 PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA
Su titular informó que el accionante elevó un derecho de petición solicitando información y pronunciamiento respecto de la condena impuesta en el proceso radicado Nº 66001 60 00 035 2012 05156, por la que actualmente cumple sentencia en el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad del municipio de La Dorada – Caldas.

Indicó que debido a que la solicitud versaba sobre la ejecución de la pena, la misma fue remitida al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada para que estos dieran trámite a la petición, siendo enviada mediante el oficio Nº 1030 del 12 de mayo de 2017 por la empresa Servicios Postales Nacionales S.A, con guía NºRN757633313CO, recibido el 17 de mayo de 2017 y remitida al Juzgado 1 de Ejecución de Penas.
Afirmó que todo lo anterior fue puesto en conocimiento del accionante por vía telefónica cuando él mismo poco tiempo después de haber elevado la solicitud realizó  una llamada al despacho.

Indicó que de acuerdo a lo mencionado es el Juzgado de Ejecución de Penas el que debe garantizar al accionante el amparo del derecho fundamental de petición invocado por ser el competente. (Fl 15)
Adjuntó copia del Oficio Nº1030 y la guía de envío antes aludidos (Fls. 16 y 17).
4.2. CENTRO DE SERVICOS ADMINISTRATIVOS JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGUIRIDAD- LA DORADA, CALDAS.
El Secretario de esa dependencia informó que el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Dorada, Caldas se pronunció mediante auto interlocutorio Nº1373 del 5 de junio de 2017 sobre lo invocado por el accionante, según se observa en los folios 174 y 175 de la providencia, el cual fue debidamente notificado al interno de acuerdo con la constancia que obra en el folio 176 del cuaderno original que sirve para el control y ejecución de la pena del señor Diego Alejandro Escobar Villada 

Adjuntó copias de los siguientes documentos: i) del oficio Nº 1030 del Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, ii) petición del accionante del 9 de mayo dirigida al juzgado accionado, iii) solicitud presentada por el accionante y iv) acta de  notificación personal del auto interlocutorio Nº 1373 del 5 de junio de 2017 al señor Diego Alejandro Escobar Villada (Fls. 26 al 29, frente y vuelto)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. Problema jurídico 

4.2.1. Corresponde a esta Sala determinar si el despacho accionado vulneró los derechos fundamentales que invoca el señor Jesús Octavio Marín Botero, que amerite la intervención del juez constitucional.

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.5.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

4.5.3. Así mismo, cabe resaltar que el derecho de petición no puede demandarse para solicitar a un funcionario judicial que haga o deje de hacer algo dentro de su función, pues él está regulado por los principios, términos y normas del proceso, bajo ese entendido la Corte Constitucional ha dicho, según la jurisprudencia de la Sentencia T-192 de 07, lo siguiente:

“(…) En lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte precisó
 que si bien es cierto el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se hallan obligados a tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, en los términos que la ley señale y que, de no hacerlo desconocen esta garantía fundamental, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).”

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine y de acuerdo a la respuesta emitida por el  Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad a la demanda de tutela, esta Sala observa que la petición elevada por el señor Diego Alejandro Escobar Villada con fecha del 9 de mayo de 2017 fue remitida por ese despacho al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, toda vez que el accionante se encuentra recluido en la cárcel de esa municipalidad, la que igualmente fue trasladada al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad por ser el despacho que vigila la pena al accionante.
4.6.2.  Significa lo anterior, que el juzgado accionado cumplió con lo consagrado con el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015 que se señala que si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, la remitirá a la que si lo es.
 
4.6.3. Ahora bien, como el Secretario del Centro de Servicios Administrativos de La Dorada, Caldas, informó a este Tribunal que al señor Escobar Villada se le había sido resuelto su petición mediante el auto interlocutorio No.1373 del 5 de junio de 2017, sin que aportara copia del mismo, la auxiliar de Magistrado solicitó a esa dependencia que allegaran dicha providencia, de la que se recibió una copia en la Secretaría de esta Sala vía fax y en la cual se evidencia que el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas,  le indicó al accionante el tiempo total que lleva descontando la pena entre detención física y redenciones (Fl. 30).

4.6.4. Sin embargo, la petición del 9 de mayo de 2017 que el accionante había dirigido en primera instancia al Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, está encaminada a que se le explique el motivo por el cual no se le concedió una rebaja de la pena, con fundamento en que el mismo había sido condenado a un pena de 17 años y 9 meses, pese a haber colaborado con la Fiscalía para que se capturara al señor Víctor Manuel Pérez Hurtado, quien al parecer fue igualmente condenado dentro de la misma investigación, pero a una pena de 14 años y 5 meses de prisión (Fls. 27 y 28).

4.6.5.  Así las cosas y con fundamento en la jurisprudencia relacionada en el acápite anterior pertinente a los requisitos que se deben acreditar para que se materialice el derecho fundamental de petición, esta Sala considera que al señor Escobar Villada no se le ha resuelto de fondo su solicitud del 9 de mayo de 2017, lo que significa que tal prerrogativa se encuentra quebrantada, por lo que se hace necesaria la intervención del juez constitucional. 

4.6.6. Consecuente con lo expuesto precedentemente, se amparará el derecho de petición del accionante y se ordenará al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, responda de fondo y de manera congruente al señor Diego Alejandro Escobar Villada la petición del 9 mayo de 2017, la que cual había sido trasladada por competencia por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad. Se aclara al actor que la respuesta a su petición no implica que la misma sea favorable a sus intereses, pues  al juez de tutela no le es dable indicar en qué términos debe ser resuelta su inquietud.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición del señor Diego Alejandro Escobar Villada.

1SEGUNDO: SE ORDENA al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, responda de fondo y de manera congruente al señor Diego Alejandro Escobar Villada la petición del 9 mayo de 2017, la que cual había sido trasladada por competencia por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad. Se aclara al actor que la respuesta a su petición no implica que la misma sea favorable a sus intereses, pues  al juez de tutela no le es dable indicar en qué términos debe ser resuelta su inquietud.

TERCERO: DESVINCULAR al Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira del presente trámite.

CUARTO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 





� CC T-334/95. 


� Ídem. 
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